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I. Introducción

La Constitución Federal de 1824 confirió la supervisión de la 
constitucionalidad al Congreso General en términos muy simi-
lares a los que Marta Lorente identifica en la Constitución de Cá-
diz.2 Es decir que encargó esta tarea al poder legislativo como 
la voz última la nación representada. No obstante, si se estudia 
la carta federal en conjunto con las constituciones estatales es 
posible entrever que esta supervisión se consideraba como una 

*	 División de Historia-CIDE
1	 El presente texto es un extracto revisado de mi libro: Andrews, Catherine, 

El primer constitucionalismo mexicano: Derechos, representación y diseño de 
poderes en la Constitución Federal (1824) y las Siete Leyes (1836), México, 
Tirant lo Blanch/CIDE, 2024, pp. 176-91.

2	 Lorente Sariñena, Marta, Las infracciones a la Constitución de 1812: un me-
canismo de defensa de la constitución, Madrid, Centro de Estudios Constitu-
cionales, 1988.
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facultad compartida entre los poderes legislativos federal y esta-
tales. En este texto, quiero demostrar este punto para avanzar la 
siguiente conclusión: que el federalismo judicial temprano que se 
puede percibir en los artículos 22 al 24 del Acta de Reforma de 
1847 derivan de las prácticas y costumbres establecidos durante 
la primera vigencia de la Constitución Federal. Además, quiero 
argumentar que las facultades del poder legislativo federal en 
esta materia deben tomarse en cuenta a la hora de evaluar la na-
turaleza del pacto federal en la primera república. 

II. Desarrollo

La supremacía legislativa imperante en la Constitución Federal 
se fijó principalmente sobre el artículo 165, que reservó al Con-
greso General el derecho de “resolver las dudas que ocurran so-
bre inteligencia de esta constitución y acta constitutiva.” Pero, 
por desgracia suya, la Constitución Federal no estableció con cla-
ridad ni las demás facultades del poder legislativo, ni sus límites.3 
De esta forma, entre “las facultades exclusivas del Congreso Ge-
neral” fijadas en el artículo 50 constitucional no había ninguna 
que dotara explícitamente al poder legislativo de la prerrogativa 
de derogar legislación, originada dentro o fuera de su seno. El 
artículo 47 fijaba que “[n]inguna resolución del Congreso Gene-
ral tendrá otro carácter que el de ley o decreto,” mientras que el 
artículo 64 señala que, en casos de “la interpretación, modifica-
ción o revocación,” los legisladores deberían seguir “los mismos 
requisitos que se prescriben para su formación”. Una lectura pre-
cisa de este artículo sugiere que la Constitución contemplaba la 
posibilidad de que el Congreso pudiera modificar o revocar la 
legislación federal, pues se encontraba en la sección relativa a la 
formación de leyes por parte del Congreso General.

3	 La Constitución de Cádiz, la Federal de 1824 así como las constituciones 
de los estados referidas en seguida pueden consultarse en: Villegas More-
no, Gloria y Porrúa Venero, Miguel Ángel (coords.), Leyes y documentos 
constitutivos de la nación mexicana. De la crisis del modelo borbónico al es-
tablecimiento de la República Federal, vol. 1, Enciclopedia Parlamentaria de 
México, México, Instituto de Investigaciones Legislativas/Cámara de Di-
putados-LVI Legislatura, 1998.
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Asimismo, la cuarta fracción del artículo 38 hacía responsa-
bles a los gobernadores ante el Congreso General por publicar 
“infracciones a la Constitución Federal” así como por la publi-
cación de “las leyes y decretos de las legislaturas de sus respecti-
vos Estados.” Por su parte, el artículo 161 obligaba a los estados 
a “organizar su gobierno y administración interior sin oponer a 
esta constitución ni al acta constitutiva” (párrafo 1), así como 
a “guardar y hacer guardar la constitución y leyes generales de 
la Unión” (párrafo 3). Al efecto, las autoridades estatales debían 
“remitir a las dos cámaras, y en sus recesos al consejo de gobier-
no, y también al supremo poder ejecutivo, copia autorizada de 
sus constituciones, leyes y decretos.” Otra vez la lectura precisa 
de estas disposiciones indica que el poder legislativo solo podía 
pedir cuentas al gobernador por la publicación de legislación 
estatal contraria a la constitución. No obstante, como se verá a 
continuación, en la práctica el Congreso General usó su facultad 
de interpretar la constitución para otorgarse la prerrogativa de 
derogar actos legislativos estatales.

En contraste, las constituciones estatales fijaron con mayor 
claridad el papel supervisor de sus poderes legislativos sobre la 
constitucionalidad. Entre los atributos de los poderes legislativos 
estatales siempre se incluyó la función de interpretar, reformar 
o derogar la legislación estatal, copiando por unanimidad la re-
dacción de la primera fracción del artículo 131 gaditano. Por esta 
razón, las diputaciones permanentes o consejos de estado, esta-
blecidos en algunos estados durante los recesos de las legislatu-
ras, contaban con la facultad para señalar las infracciones consti-
tucionales y transmitirlas a la siguiente asamblea. Los códigos de 
Michoacán, Nuevo León, Oaxaca, Occidente, Sonora y Zacatecas 
sostenían que las legislaturas estatales debían “en palabras de la 
constitución de Zacatecas de 1825” “velar incesantemente sobre 
la conservación de los derechos civiles y naturales de los ciuda-
danos y habitantes del estado” (art. 77 párrafo 2). 

Para tal fin, las constituciones de Michoacán (art. 212), Oa-
xaca (art. 18), Occidente (art. 22) y Yucatán (art. 9 párrafo 11) 
facultaban a los ciudadanos para denunciar infracciones consti-
tucionales y levantar peticiones ante la legislatura estatal. El ar-
tículo 11 de la constitución de Tamaulipas señalaba que “todo 
habitante del Estado tiene derecho para pedir a la Legislatura 
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la corrección de las infracciones”. Mientras que las cartas de 
Coahuila-Texas (art. 218), San Luis Potosí (art. 10 párrafo 5) y 
Querétaro (art. 10) establecieron un derecho de petición para 
sus habitantes, lo que, presumiblemente, permitía la denuncia de 
abusos e infracciones constitucionales. 

En cuanto a la legislación federal, siete constituciones —Chia-
pas (art. 38, párrafo 6); Nuevo León (art. 108, inciso 4); Oaxaca 
(art. 103, inciso 18); Occidente (art. 109, inciso 15); San Luis Po-
tosí (art. 114, párrafo 3); Yucatán (art. 76 párrafo 2) y Zacatecas 
(art. 77, párrafo XI)— explícitamente facultaron a sus propios 
poderes legislativos para pedir, en palabras del artículo 76 de la 
Constitución yucateca, “motivadamente al congreso general la 
derogación, suspensión o modificación de las leyes generales de 
la Unión, que por circunstancias peculiares ofendan los derechos 
inmanentes del estado.” 

Visto en su conjunto es claro que el modelo de supervisión 
constitucional adoptado durante la primera república federal se-
guía el modelo gaditano. Los abusos de funcionarios del Gobier-
no, así como las quejas contra las leyes por atropellar derechos 
y/o por violar las constituciones, se presentaban mediante pe-
tición o representación al poder legislativo estatal o a la cámara 
de diputados federal. Al recibir la comunicación por parte de la 
legislatura del estado o la petición, la cámara remitía la legisla-
ción a la comisión de puntos constitucionales, o a la comisión de 
revisión (a partir de 1830). Si la comisión consideraba que había 
infracción, la expresaba en su dictamen y luego se presentaba al 
pleno para ser votado. El derecho de petición se podía ejercer de 
dos maneras de acuerdo con las constituciones vigentes: como 
un derecho civil individual o bien como una prerrogativa de las 
legislaturas estatales. En esta segunda modalidad, dicha facultad 
era complementada por la obligación establecida en el artículo 
161 de la carta federal de que los congresos estatales presentaran 
toda su legislación al Congreso General.

Dentro de este marco constitucional el Congreso General 
desarrolló un mecanismo para declarar inconstitucionales leyes 
y decretos procedentes de los estados. Por la evidencia disponi-
ble (seis decretos de inconstitucionalidad durante la república 
federal) se sabe que la legislación estatal enviada a la cámara de 
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diputados en el marco del artículo 161 fue turnada a la comi-
sión de puntos constitucionales, o a la comisión de revisión, para 
que se elaborara un dictamen que señalara “anticonstitucional” 
una ley o bien “contrario” u “opuesto” a la Constitución.4 Solo en 
una ocasión, antes de 1830, el escrutinio resultó en un decreto 
que declaró “nula y sin ningún efecto” una ley estatal. Se trató 
de una convocatoria a elecciones legislativas emitidas original-
mente por la legislatura de Durango el 16 de marzo de 1827, y 
anulada por decreto del Congreso General el 5 de mayo de 1827.5 
Al año siguiente José Ortigosa, diputado por el estado de Oaxaca, 
presentó un proyecto de ley a la Cámara de Diputados con el fin 
de formalizar y reglamentar el proceso por el que el Congreso 
General podría anular una ley estatal. Sin embargo, el proyecto 
nunca volvió a discutirse en la cámara.6 

Para entender las diferentes interpretaciones que los actores 
políticos dieron al papel del Congreso General en la supervisión 
de la legislación estatal durante la república federal, vale la pena 
estudiar el debate parlamentario de marzo de 1831 sobre las in-
fracciones que la comisión revisora había encontrado en la Cons-
titución de Chiapas. En aquella ocasión, el dictamen recomendó 

4	 Por ejemplo, “Declaración de inconstitucionalidad del decreto núm. 138 
del congreso de Veracruz,” 12 de febrero de 1829; “Que son anticonsti-
tucionales las órdenes dictadas por el congreso de Jalisco sobre nulidad 
de elecciones de Guadalajara, Zapopan y Sayula, y prevención acerca del 
particular,” 11 de febrero de 1830; “Que es opuesta a la constitución gene-
ral el decreto expedido por la legislatura de Michoacán, en cuanto nombró 
gobernador al C. José Salgado,” 18 de marzo de 1830; “Sobre un decreto 
publicado por el gobierno del Estado de Tamaulipas,” 17 de abril de 1832; 
“Se declara contrario a las leyes fundamentales, un decreto de la legislatura 
de México,” 25 de mayo de 1832, en Dublán, Manuel y Lozano, José María 
(eds.), Legislación mexicana o colección completa de las disposiciones legisla-
tivas expedidas desde la independencia de la República, México, Imprenta del 
Comercio, a cargo de Dublán y Lozano, hijos, calle de Cordobanes, número 
8, 1876, vol. 2, pp. 93, 224-225, 232, 419, 436-437.

5	 “Es nula la ley de 16 de marzo de este año de la legislatura de Durango,” 5 
de mayo de 1827 en ibidem, vol. 2, p. 8.

6	 Véase, ‘Sesión del 28 de mayo de 1828, Juan A. Mateos (ed.), Historia 
parlamentaria de los congresos mexicanos, México, Instituto de Investiga-
ciones Legislativas/Cámara de Diputados, LVI Legislatura, 1997, vol. 5, 
pp. 177 y 178.
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que se declarara “la supresión” de varios artículos constituciona-
les chiapanecos por contrariar la carta Federal. Durante el deba-
te, José Mariano Blasco se opuso a la redacción del dictamen con 
el siguiente argumento: 

[a]unque el congreso general tenía facultad de declarar si las 
leyes o decretos de las legislaturas se oponían a la Constitución y 
acta constitutiva, y ejerciendo esta facultad podía decir que este 
artículo era contrario a la Constitución, pero que decir que se 
suprimía, ya era un acto de jurisdicción ofensivo a la soberanía 
de los Estados, por lo que le parecía conveniente que en lugar de 
poner “se suprime” etc., se dijese: “es contrario a la Constitución 
federal”.7

Cuando el diputado San Vicente cuestionó el cambio a la re-
dacción, argumentando que “el efecto que se producir[ía]” sería 
el mismo,8 Blasco precisó: “aunque los efectos de la declaración 
[…] de que este artículo es contrario a la Constitución, sean el 
que quede suprimido, no por eso está salvo el inconveniente de 
que el congreso, mandándolo suprimir abuse de sus facultades”.9 
En otras palabras, aunque los diputados consideraban que la de-
rogación de la ley estatal era el resultado lógico de un decreto del 
Congreso General que la calificaba como “opuesta a la Constitu-
ción”, Blasco prefería que el decreto derogatorio fuera emitido 
por la legislatura en cuestión y no por el Congreso General.

III. Conclusiones

En resumen, es mi hipótesis que la Constitución Federal de 1824 
desarrolló un incipiente mecanismo de control de la constitucio-
nalidad basado en el derecho de petición y la supremacía legisla-
tiva. El uso del derecho de petición por parte de las legislaturas 
de los estados significaba, además, que los arquitectos de esta 
constitución concebían a estos cuerpos como actores de contra-
peso frente a la actividad legislativa del Congreso General. De 

7	 “Sesión del 8 de marzo de 1831,” ibidem, vol. 6, p. 224.
8	 Idem.
9	 Idem.
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esta forma, es posible entrever los orígenes del artículo 23 del 
Acta de Reforma de 1847 —que encargaba al juicio de las legisla-
turas de los estados la constitucionalidad de una ley federal— a 
este mecanismo original de 1824.10 Sin embargo, como este me-
canismo no estaba plasmada explícitamente en la Constitución, 
sino que fue adoptada a partir de la experiencia gaditana y a raíz 
de la facultad del Congreso General para interpretar los límites 
de su actuación, se prestaba fácilmente al abuso.11 Aquí hay una 
lección para el presente ya que las últimas reformas constitucio-
nales de 2024 han reestablecido la supremacía legislativa dentro 
de la división de poderes de nuestra carta magna.
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